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Acta No. 277 del 26 de mayo de 2017


Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00486-00

Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada, por el señor Gilberto de Jesús Castro Roldán contra los Juzgados Civil del Circuito y Primero Civil Municipal, ambos de Dosquebradas, y el señor Luis Fernando Arias Pérez.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Adelanta proceso ejecutivo hipotecario contra el señor Luis Fernando Arias Pérez por el pago de una obligación representada en un pagaré, por la suma de $22.000.000, más intereses. 
1.2 En audiencia del 5 de mayo de 2016, el Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas, al que correspondió el conocimiento de ese proceso en primera instancia, decretó la nulidad de todo lo actuado, a partir de la notificación del mandamiento de pago al ejecutado. La anterior decisión la adoptó con ocasión a la solicitud del último, quien compareció al proceso tres años y seis meses después de haberse iniciado, para manifestar que el demandante conocía su dirección de residencia, la cual obra en la escritura pública de constitución del gravamen hipotecario que fue aportada con la demanda. En esa providencia, el juez de conocimiento omitió pronunciarse sobre los efectos de la nulidad en relación con la interrupción de la prescripción y la inoperancia de la caducidad, tal como lo ordena el inciso 2º del numeral 5 del artículo 95 del Código General del Proceso.
1.3 El 2 de agosto de 2016 se dio lectura a la sentencia en la que se declaró probada la excepción de prescripción formulada por el ejecutado, con sustento en que habían transcurrido más de tres años desde la fecha en que se hizo exigible la obligación. En consecuencia,  declaró terminado el proceso, ordenó el levantamiento de la medida cautelar; lo condenó en costas y a pagar los perjuicios causados con esa medida.

1.4 En sentencia del 9 de mayo último, el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas decidió confirmar aquel fallo en razón a que la causal de nulidad sí le era atribuible, pues en la escritura pública aportada con la demanda aparece la dirección en la cual podía ser ubicado el ejecutado, razón por la cual se ha debido agotar ese medio para lograr su notificación personal. No obstante, en el libelo se consignó una dirección completamente diferente, razón por la cual, el citado señor nunca pudo ser ubicado.
1.5 El señor Luis Fernando Arias Pérez no suministró dirección alguna al momento de constituir la hipoteca y desde esa fecha nunca volvió a tener contacto con él, pues dejó de pagar las obligaciones adeudadas. Por esta razón, y al carecer de información adicional, suministró la dirección del predio hipotecado como lugar donde podía ser localizado, sin percatarse de que en la citada escritura pública aparecía otra, hecho que también pasaron por alto su apoderada, la curadora ad litem y el mismo juzgado. El único que se dio cuenta de esa situación fue el propio demandado, quien se presentó “en el momento más ajustado a su conveniencia” para solicitar la nulidad del proceso. De todas formas, el citado señor tampoco acreditó que en el mencionado sitio pudiera ser localizado, por el contrario cuando compareció al proceso suministró una dirección de contacto diferente. Por tanto no se le puede imputar deslealtad o engaño alguno.    
1.6 Aunque considera procedente la declaratoria de nulidad para salvaguardar los derechos del ejecutado, no acepta que con base en esa circunstancia se le imponga la grave y desproporcionada sanción de la prescripción de la acción cambiaria.  

1.7 Además de desconocer la dirección consignada en la escritura pública, fue diligente al presentar la demanda antes de que operara el fenómeno prescriptivo, proveer los datos para la notificación del demandado, que entendía eran los indicados, y  agotar el trámite de emplazamiento. 
1.8 La Corte Constitucional en la sentencia C-227 de 2009, condicionó la exequibilidad numeral 3 del artículo 91 del Código de Procedimiento Civil, en el sentido de que para que su aplicación se debían tener en cuenta los factores subjetivos del proceder del demandante, porque de lo contrario se afectaría su derecho de acción. Dicho precedente fue atendido por el legislador en la redacción del artículo 95 del Código General del Proceso en el que se expresa que en estos casos los efectos de la nulidad tienen cabida siempre y cuando la causa de la misma sea imputable al actor.  
2. Considera lesionados sus derechos de acción, al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. Para su protección solicita se revoquen las providencias de primera y segunda instancia que dictaron los juzgados accionados. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Por auto del pasado 15 de mayo se admitió la acción.

2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Juez Primero Civil Municipal de Dosquebradas se opuso a las pretensiones porque aunque en el auto por medio del cual se decretó la nulidad de lo actuado omitió involuntariamente referirse a los efectos de esa declaratoria en relación con la interrupción de la caducidad, la apoderada del actor dejó de solicitar la aclaración o adición de ese proveído y se limitó a apelarlo; el Juzgado Civil del Circuito, en segunda instancia, lo complementó para señalar que “no se interrumpió el término de prescripción y no operó la caducidad”, hecho en el cual se hizo énfasis en la sentencia de primera instancia que dictó el 2 de agosto de 2016. A pesar de lo anterior, “al interponerse recurso de apelación contra la sentencia, la apoderada judicial del aquí accionante al precisar de manera breve los reparos concretos a la decisión, reiteró los mismos argumentos” es decir que “siendo esos precisos reparos sobre los cuales versó la sustentación, los mismos fueron objeto de pronunciamiento en esa providencia confirmatoria”.   
2.2 El señor Luis Fernando Arias Pérez indicó que al proceso ejecutivo objeto del amparo se aportó como título un pagaré con fecha de vencimiento del 2 de marzo de 2012; el mandamiento de pago fue librado el 28 de septiembre siguiente; el 16 de septiembre de 2013 se dispuso seguir adelante con la ejecución y se programó para el 13 de abril de 2016 el remate del bien hipotecado. Asegura que nunca tuvo conocimiento del proceso, pues la dirección aportada por el ejecutante corresponde a la del bien hipotecado, a sabiendas de que se trataba de un inmueble deshabitado y en obra negra, tal como lo constataron la empresa de correo encargada de llevar la citación y el Inspector de Policía en la diligencia de secuestro. Sin embargo, la parte actora no subsanó esa notificación y solicitó su emplazamiento, sin que se advierta esfuerzo alguno por procurar su correcta citación, máxime cuando contaba con los datos de contacto reportados en la escritura pública que incorporó con la demanda. En consecuencia, los funcionarios accionados, al declarar que la causal de nulidad surgió con ocasión a la negligencia de la parte actora y que por lo mismo no se interrumpía la prescripción, procedieron de conformidad con los lineamientos legales. 
2.3 La titular del Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas señaló que del estudio del proceso se encontraron los méritos legales para confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil Municipal.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar, en primer lugar, si en este caso se cumplen los requisitos generales de procedencia de la tutela frente a las decisiones de los juzgados accionados de declarar probada la excepción de prescripción de la acción cambiaria, en el proceso ejecutivo que promovió el actor. De serlo, se establecerá si en esas providencias se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular el demandante.

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas documentales allegadas de forma física y en discos compactos, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El señor Gilberto de Jesús Castro Roldán presentó, por medio de apoderada, demanda ejecutiva contra el señor Luis Fernando Arias Pérez para obtener el pago de $22.000.000, junto con los intereses de mora. Para garantizar esa obligación, el demandado, mediante escritura No. 514 de 2 de febrero de 2012, otorgada en la Notaría Cuarta de Pereira, constituyó hipoteca sobre el bien identificado con matrícula inmobiliaria número 294-64694, ubicado en la calle 20 de la Urbanización Campestre D de Dosquebradas
.

4.2 Al suscribir aquella escritura el señor Luis Fernando Arias Pérez consignó como información de contacto la siguiente, dirección: carrera 10 No. 42-22 y teléfono: 3104388733
. 

4.3 En escrito recibido el 31 de marzo de 2016 la apoderada del demandado solicitó declarar la nulidad del proceso a partir del auto admisorio (sic) de la demanda, al haberse configurado la causal 8ª del artículo 133 del Código General del Proceso, con sustento en que: a) el título valor base del recaudo tiene por fecha de vencimiento el 2 de marzo de 2012, se libró mandamiento de pago el 28 de septiembre de ese mismo año, el 16 de septiembre de 2013 se dispuso seguir adelante con la ejecución y se programó para el 13 de abril de 2016 la diligencia de remate del bien hipotecado; b) no fue notificado del proceso pues la dirección aportada por la parte actora corresponde al inmueble hipotecado, el cual, según lo manifestado por la empresa de correo y el Inspector Tercero Municipal de Policía, se encuentra desocupado y en estado de construcción. A pesar de ello, se pidió su emplazamiento sin que se advierta esfuerzo alguno por procurar su correcta notificación, pese a que en la escritura pública que se incorporó con la demanda se aportó la dirección de residencia del ejecutado, la que para ese momento y hasta el 30 de junio de 2014 correspondía a la carrera 10 No. 40-22 de Pereira y su teléfono celular, número que aún maneja; c) todas esas circunstancias lesionaron el derecho de contradicción del demandado
.
4.3 En audiencia del 5 de mayo de 2016, el Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas accedió a la solicitud de nulidad que declaró a partir del auto de 6 de junio de 2013, mediante el cual se ordenó el emplazamiento del demandado, y ordenó rehacer la actuación. 
Para así decidir, luego de escuchar en interrogatorio de parte al demandado, indicó que en el acto de suscripción de la escritura pública de constitución de hipoteca, el demandado consignó su dirección y teléfono de contacto. Dichos datos fueron obviados por la parte actora y por el mismo despacho a la hora de notificarlo, lo que genera la causal de nulidad alegada.

4.4 Contra esa decisión, en dicha diligencia, la apoderada del actor interpuso recurso de apelación.
4.5 Mediante sentencia de 2 de agosto de 2016, el Juez Primero Civil Municipal de Dosquebradas definió el proceso en primera instancia. Consideró que en este asunto la acción cambiaria, de acuerdo con la  fecha de vencimiento del pagaré base del recaudo, prescribía el 3 de marzo de 2015 y para interrumpir el respectivo término, el actor, además de presentar la demanda antes de su vencimiento, tal como lo hizo, tenía la carga de notificar el mandamiento de pago al ejecutado dentro del plazo de un año contado desde la fecha en que fue notificado de ese proveído, esto es el 2 de octubre de 2012. No obstante, dicho trámite fue agotado el 31 de marzo de 2016, es decir cuando ya había operado aquel fenómeno. Por tanto, declaró probada la excepción de prescripción propuesta. 
En esa diligencia, además, se concedió el recurso de apelación interpuesto por la apoderada de la parte demandante
.
4.6 Por auto de 25 de octubre de 2016 el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas decidió complementar el auto proferido el 5 de mayo anterior, que declaró la nulidad de lo actuado, en el sentido de que “habiendo transcurrido un término mayor al indicado en el artículo del Código de Procedimiento Civil, desde la notificación del mandamiento de pago al demandante, 2 de octubre de 2012, hasta la notificación de este al demandado, 31 de marzo de 2016, no se interrumpió el término de prescripción y no operó la caducidad”
.  
4.7 El 9 de mayo de 2017 el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas celebró la audiencia de alegaciones y fallo, acto en el que la apoderada del demandante insistió en sus argumentos relacionados con la falta de análisis de la actuación adelantada para notificar y emplazar al demandado y si la nulidad se había configurado por causa de su representado tal como lo ordena el numeral 5 del artículo 95 del Código General del Proceso y de acuerdo con la sentencia C-227 de 2009 de la Corte Constitucional que condicionó la exequibilidad numeral 3 del artículo 91 del Código de Procedimiento Civil, en el sentido de que para aplicar la sanción de la no interrupción de la prescripción es necesario analizar el proceder del demandante, porque de lo contrario se afectaría su derecho de acción. 

Acto seguido se dictó la sentencia de segunda instancia. Empezó por señalar la titular de ese despacho que de acuerdo con el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, aplicable en este caso, para la interrupción de la prescripción es necesario que la demanda se presente antes del vencimiento del término de extinción de la acción cambiaria y que la notificación del mandamiento de pago al ejecutado se realice dentro de un año a partir de la fecha en que se notifique al demandante. En el asunto bajo estudio no se satisface este último presupuesto, pues a pesar de que la demanda fue formulada oportunamente, el término para notificar al ejecutado vencía el 2 de octubre de 2013, actuación que solo vino a materializarse el 31 de marzo de 2016; aunque la notificación se realizó por medio de un curador ad litem, tal acto se declaró nulo al quedar acreditado que el ejecutado podía ser localizado en la dirección que consignó en la escritura pública de hipoteca, la cual es completamente diferente a la suministrada en la demanda, razón por la cual, la parte actora no agotó los medios disponibles para obtener la notificación, lo que le impide beneficiarse de la interrupción de que trata aquella norma; “y a su vez el numeral 5 del artículo 95 del Código General del Proceso es mucho más concreto cuando agrega: `siempre que la causa de la nulidad sea atribuible al demandante´, circunstancia esta que fue precisamente la que se presentó en el caso… porque si la parte actora hubiese suministrado la dirección correcta del demandado… no hubiera dado lugar a que el juzgado de primera instancia hubiera declarado la nulidad de dicha notificación”. Así, decidió confirmar el fallo apelado
. 
5. En este caso se encuentran satisfechos aquellos requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) las sentencias en la que se encuentran vulnerados los derechos, fueron proferidas en proceso ejecutivo de menor cuantía y por tal razón, frente a la de segunda instancia, no procede recurso alguno; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque esa providencia se dictó el 9 de mayo pasado; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.
6. En relación con los requisitos específicos, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha enseñado que la acción de tutela no es vía alterna para modificar las interpretaciones judiciales que en el marco de su autonomía e independencia hacen los jueces, autorizados por el artículo 230 de la Constitución Nacional, a no ser que en su ejercicio se configure una vía de hecho. 

“…Frente a las interpretaciones que realizan las diferentes autoridades judiciales en sus providencias, la intervención del juez constitucional es muy limitada y excepcional pues se encamina a comprobar que la actuación es tan arbitraria que ha desbordado el principio de autonomía judicial en perjuicio de los derechos fundamentales de alguna de las partes de la litis. Esta proposición fue desarrollada en la sentencia T-1222 de 2005 en los siguientes términos:

“(...) En este sentido, no sobra indicar que, en todo caso, los jueces civiles son intérpretes autorizados de las normas que integran esta rama del derecho y el juez constitucional no puede oponerles su propia interpretación salvo que se trate de evitar una evidente arbitrariedad o una clara violación de los derechos fundamentales de las partes. En este caso el juez constitucional tiene la carga de demostrar fehacientemente la existencia de una vulneración del derecho constitucional de los derechos fundamentales como condición previa para poder ordenar la revocatoria de la decisión judicial impugnada.

En suma, ante una acción de tutela interpuesta contra una decisión judicial por presunta arbitrariedad en la interpretación del derecho legislado -vía de hecho sustancial por interpretación arbitraria- el juez constitucional debe limitarse exclusivamente a verificar que la interpretación y aplicación del derecho por parte del funcionario judicial no obedezca a su simple voluntad o capricho o que no viole los derechos fundamentales. En otras palabras, no puede el juez de tutela, en principio, definir cuál es la mejor interpretación, la más adecuada o razonable del derecho legislado, pues su función se limita simplemente a garantizar que no exista arbitrariedad y a proteger los derechos fundamentales y no a definir el sentido y alcance de las normas de rango legal.”

Adicionalmente, bajo los mismos parámetros, la sentencia T-1108 de 2003 clasificó el conjunto de situaciones en las cuales es posible engendrar la arbitrariedad de una interpretación y, por tanto, el asomo de un defecto material o sustantivo:

“Así las cosas, y teniendo presente la sentencia T-441 de 2003, la procedibilidad de la tutela contra sentencias judiciales, por razones interpretativas, se limita a una de cuatro situaciones:

a) Se interpreta un precepto legal o constitucional en contravía de los precedentes relevantes en la materia o se aparta, sin aportar suficiente justificación.

b) La interpretación en sí misma resulta absolutamente caprichosa o arbitraria.

c) La interpretación en sí misma resulta contraria al ordenamiento constitucional, es decir, la propia interpretación es inconstitucional.

d) La interpretación, aunque admisible, conduce, en su aplicación, a resultados contrarios a la Constitución, como, por ejemplo, conducir a la violación del debido proceso constitucional.”

Para concluir, en la sentencia bajo cita se insistió en que la interpretación de las disposiciones aplicables a un proceso corresponde de manera exclusiva al juez ordinario. Por ello, recalcó que sólo en las anteriores situaciones, siempre que la anomalía sea plenamente demostrada por el demandante, podrá intervenir el juez constitucional a través de la acción de tutela…”
. 

Están pues los jueces autorizados para interpretar las normas en las que edifican sus decisiones y por ende, el ejercicio de tal facultad no constituye una vía de hecho que justifique la intervención del juez constitucional cuando sus apreciaciones no coinciden con las de las partes, a menos de revelarse arbitrarias, abusivas o caprichosas, en los términos indicados en la jurisprudencia antes transcrita.  

7. El artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, en que se sustentó la decisión de segunda instancia, dice: “La presentación de la demanda interrumpe el término para la prescripción e impide que se produzca la caducidad, siempre que el auto admisorio de aquélla, o el de mandamiento ejecutivo, en su caso, se notifique al demandado dentro del término de un (1) año contado a partir del día siguiente a la notificación al demandante de tales providencias, por estado o personalmente. Pasado este término, los mencionados efectos sólo se producirán con la notificación al demandado.”; el 91 de la misma obra, que también sirvió de apoyo a esa providencia, expresa en lo pertinente: “No se considerará interrumpida la prescripción y operará la caducidad, en los siguientes casos: … 3. Cuando la nulidad del proceso comprenda la notificación del auto admisorio de la demanda.”

Y el 95 del Código General del Proceso, también citado en esa sentencia, expresa: “No se considerará interrumpida la prescripción y operará la caducidad en los siguientes casos: … 5. Cuando la nulidad del proceso comprenda la notificación del auto admisorio de la demanda o del mandamiento ejecutivo, siempre que la causa de la nulidad sea atribuible al demandante”. 

8. De acuerdo con pruebas recaudadas, puede decirse que la señora Jueza Civil del Circuito de Dosquebradas adoptó las decisiones contenidas en la sentencia con fundamento en una interpretación jurídica de las normas transcritas que en ningún momento se puede tachar de caprichosa, es decir, que obedezca a su mera voluntad y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho, sin que por lo tanto se vislumbre situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez de tutela, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.

Pretende el demandante replantear una situación que fue valorada y definida por la jurisdicción ordinaria, usando la acción de amparo como medio para obtener la modificación de la decisión que le resultó adversa, lo que resulta imposible en razón al carácter residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

Modificar la providencia porque el aquí accionante está en desacuerdo con ella, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de conformidad con el artículo 228 de la Constitución Nacional. 

9. De acuerdo con lo expuesto, como en este caso no se ha configurado ninguna de las causales específicas que hagan procedente la tutela frente a decisiones judiciales, se negará el amparo solicitado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Negar la acción de tutela propuesta por el señor Gilberto de Jesús Castro Roldán contra los Juzgados Civil del Circuito y Primero Civil Municipal de Dosquebradas y el señor Luis Fernando Arias Pérez.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA
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